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A LA MESA EL CONGRESO DE LOS DIPUTADOS

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), al amparo de lo dispuesto en los artículos 193 y siguientes del vigente Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente INTERPELACIÓN URGENTE sobre el fenómeno de la tortura y los malos tratos en el Estado español.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
El próximo 10 de diciembre se celebrará el 70 aniversario de la Declaración Universal de Derechos Humanos. En su artículo 5 señala que “nadie será sometido a torturas ni penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. Cuatro días antes, el 6 de diciembre, la Constitución Española habrá cumplido 40 años. El texto constitucional incorpora, en su artículo 10.2 el documento declarativo firmado en París 30 años antes. Así, en el artículo mencionado se señala que “Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificadas por España”. Del mismo modo, el artículo 15 de la CE establece que “Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes”.

El 13 de abril de 2005 España firmó en Nueva York el Protocolo facultativo a la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, hecho en Nueva York el 18 de diciembre de 2002. Dicho instrumento fue ratificado en marzo de 2006 y entró en vigor en junio de ese mismo año. Es de obligado cumplimiento para los Estados. 

Sin embargo, las miles de denuncias de personas que aseguran haber sido víctimas de malos tratos y/o torturas, las sentencias firmes del Tribunal Supremo y Audiencias Provinciales en relación a la práctica de torturas y malos tratos a personas detenidas, y organismos competentes en la materia como el CPT (Comité Europeo para la Prevención de la Tortura), el Comité contra la Tortura de las Naciones Unidas y su Relator Especial, así como las ONG Human Rights Watch o Amnistía Internacional acreditan que este fenómeno no está superado ni erradicado en España y que se extiende a lo largo de las últimas seis décadas. Sin ir más lejos, el Defensor del Pueblo, en su Informe Anual 2017, presentado en julio de 2018, y en su condición de Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas y degradantes (MNP), arrojó datos preocupantes en relación a las prácticas en los centros de detención. 

Frente a esto, las autoridades del Estado han negado sistemáticamente las denuncias y han obviado las investigaciones. 
La madurez de un Estado democrático se mide también por su capacidad de reconocer los errores y los excesos cometidos, incluso cuando los verdugos sean parte de ese mismo Estado. Es imprescindible afrontar esta cruda realidad, con respeto, rigor y responsabilidad. La llamada ley de Memoria Histórica inició un camino de reconocimiento general del derecho de todos los ciudadanos a la reparación moral de cualquier forma de violencia personal producida por razones políticas, ideológicas o de creencia durante la Guerra Civil y durante la Dictadura. Pero ese reconocimiento y reparación de violaciones de derechos y abusos por parte de poderes públicos o con su connivencia se interrumpió en lo que afectaba al actual periodo constitucional. Es, por tanto, una asignatura pendiente de la democracia española. Las miles de personas que han padecido torturas, tratos crueles, inhumanos o degradantes en el periodo democrático y en un contexto de lucha contra el terrorismo lo merecen. 

Por todo ello, el Grupo parlamentario Vasco EAJ-PNV presenta la siguiente INTERPELACIÓN URGENTE sobre el fenómeno de la tortura y los malos tratos en el Estado español.
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